LEGISLATURA  DEL  ESTADO
EXPOSICION  DE  MOTIVOS

INICIATIVA PRESENTADA POR EL DIPUTADO LUIS MANUEL RAMIREZ  ORTIZ

CON FECHA:   01/01/31

DECRETO:   19119

CONSTITUCION POLITICA

DEL ESTADO DE JALISCO

CIUDADANOS  DIPUTADOS:


El suscrito Diputado, LUIS MANUEL RAMIREZ ORTIZ, con fundamento en la facultad que otorga el artículo 28, fracción I, de la Constitución Política del Estado de Jalisco, y conforme a los artículos 85 y 86 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, me permito poner a consideración de esta asamblea, la siguiente Iniciativa de Ley que reforma el artículo 28 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, y los artículos 50 y 59 de la Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Jalisco, de conformidad con la siguiente:

EXPOSICION  DE  MOTIVOS

Los cambios que vive la sociedad mexicana, exigen a las distintas autoridades una nueva valoración de la trascendencia de la participación ciudadana, así como la necesidad de que se instauren mecanismos que la fortalezcan y la consoliden, dado que esto es ingrediente fundamental para la consecución de la sociedad democrática y justa que todos queremos. 

Por esta razón, ha sido preocupación constante para esta Asamblea Legislativa, el lograr que esa participación ciudadana tenga un marco legal adecuado para su promoción y fortalecimiento. Así, se han presentado diversas iniciativas que buscan corregir la Ley de Participación Ciudadana y convertirla en un instrumento orientador de la participación ciudadana. 

Sin embargo, es necesario que se siga poniendo atención en este ordenamiento legal, por lo que se propone una revisión de algunos de los temas que maneja la iniciativa popular, instrumento de democracia directa que permite al pueblo proponer iniciativas de ley a este órgano legislativo con la consiguiente obligación para éste, de proceder a su estudio y dictamen.


De esta manera, se propone revisar el dispositivo constitucional que regula la facultad de presentar iniciativas de ley o decreto, ya que en su fracción V, se señala que este derecho corresponde también  a los ciudadanos inscritos en el Registro Nacional de Ciudadanos, cuyo número represente cuando menos el .5 por ciento del total de dicho registro.

Dada la estructuración de este numeral, se contradice esa activa participación ciudadana que pretende fomentar, ya que al otorgarle la facultad de presentar iniciativas de decreto se contradice la esencia misma de la iniciativa popular, que debe corresponder a iniciativas que tiendan a resoluciones que otorguen derechos o impongan obligaciones a la generalidad de las personas. Este es precisamente el fin de la iniciativa popular.

Por el contrario, acorde a nuestro sistema legal debemos entender que la iniciativa de decreto es aquella que tiende a una resolución que otorgue derechos o imponga obligaciones a la generalidad de las personas, lo que choca abiertamente con el espíritu ya señalado de la iniciativa popular, consistente en lograr cambios a ordenamientos que impacten a la generalidad de las personas. 

Por tanto, se propone atendiendo a la teleología de la iniciativa popular, una reestructuración del artículo 28, suprimiendo la fracción V y estableciendo en dos párrafos independientes la regulación del derecho de  presentar iniciativas de ley, a los ciudadanos inscritos en el Registro Nacional de Ciudadanos.

Además, se propone establecer, tanto en el citado artículo constitucional, como en su correlativo de la Ley de Participación Ciudadana,  que el plazo de dos meses en que debe dictaminar la iniciativa popular, puede ser prorrogado cuando la naturaleza del asunto así lo exija, ya que debe ser obligación de esta Asamblea, legislar de forma serena y reflexionada, ponderando las diferentes necesidades y circunstancias de la sociedad. 

Acorde a estos objetivos de fortalecer la participación ciudadana, mediante un adecuado marco legal, se propone adicionar un segundo párrafo al artículo 50 de la Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Jalisco, con el objeto de señalar que no se considerará materia de iniciativa popular lo referente a la estructura orgánica de los poderes públicos, organismos públicos autónomos, así como la creación de organismos públicos descentralizados. 

Esto último, dado que la estructura de los poderes públicos, así como de los organismos públicos autónomos, a saber, la Comisión Estatal de Derechos Humanos y el Consejo Electoral del Estado, es materia reservada a la Constitución, por lo que se debe evitar que estas materias pudieran ser modificadas mediante una iniciativa popular, ya que con esto, se  trastocaría nuestro sistema de supremacía constitucional, y el sano desenvolvimiento del principio de equilibrio y separación de órganos de poder.

Esto último, dado que la estructura de los poderes públicos, así como de los organismos públicos autónomos, a saber, la Comisión Estatal de Derechos Humanos y el Consejo Electoral del Estado, es materia reservada a la Constitución, por lo que se debe evitar que estas materias pudieran ser modificadas mediante una iniciativa popular, ya que con esto, se trastocaría nuestro sistema de supremacía constitucional, y el sano desenvolvimiento del principio de equilibrio y separación de órganos de poder. 

De igual forma, se señala que la iniciativa popular no puede versar sobre la creación de organismos públicos descentralizados, entes dotados con personalidad jurídica y patrimonio propios, y agrupados en el ámbito del Poder Ejecutivo, ya que estos órganos son creados mediante decreto, lo que señala, riñe con la teleología del instrumento de democracia directa en comento.

Además, es indispensable señalar que es también exigencia de la sociedad, que los recursos públicos se utilicen de forma ordenada, y que la estructura burocrática estatal sea eficiente y acorde a las necesidades de la colectividad, por lo que en el caso de la creación de un organismo público descentralizado, este debe encontrarse fundamentado presupuestalmente, además de que su creación implica aspectos laborales, derechos de los servidores públicos, sectorización administrativa, etc., lo que obliga a que la aprobación de un decreto referente a este tipo de entes públicos, se lleve a cabo mediante un análisis exhaustivo, situación que no puede ser objeto de una iniciativa popular.

También, debemos ponderar que el equilibrio presupuestal, así como la necesidad de finanzas públicas sanas son también un reclamo popular, lo que obliga que los decretos de creación de organismos públicos, reciban un tratamiento distinto a las iniciativas populares, que se recalca, deben versar únicamente sobre el otorgamiento de derechos o la imposición de obligaciones a la generalidad de las personas, sin tratar materias reservadas a la Constitución o alterar el equilibrio presupuestal del estado.

De esta forma, se fortalece una figura esencial para nuestro Estado de Derecho, que apoya y fortalece el tránsito hacia la sociedad democrática y generosa que todos deseamos y por la que luchamos día a día desde nuestras trincheras. 
Por lo anteriormente expuesto, y conforme a los artículos 85 y 86 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, someto a la elevada consideración de esta Asamblea Legislativa, la siguiente:
INICIATIVA DE LEY QUE REFORMA EL ARTICULO 28, FRACCION IV, DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO Y EL ARTICULO DE LA LEY DE PARTICIPACION CIUDADANA PARA EL ESTADO DE JALISCO. 
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